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El nuevo texto refundido de 
la Ley sobre Régimen del Suelo 
y Ordenación Urbana 

E 1 Boletín Oficial del Esta­
do n ° 156, de junio pu­
blica el texto íntegro del 

Real Decreto Legislativo 
1/ 1992 de 26 de junio, por 
el que se aprueba el Texto Re­
fundido de la Ley sobre Régi­
men del Suelo y Ordenación 
Urbana. 

El Texto ha precisado para 
poder ver definitivamente la 
luz una rehabilitación de la 
autorización concedida ini­
cialmente al Gobierno para 
que procediese a la refundi­
ción de la normativa urba­
nística, y en concreto de la 
Ley 8/ 1990 sobre Reforma 
del Régimen Urbanístico y 
Valoraciones del suelo. 

Esta ampliación de plazos 
está totalmente justificada si 
tenemos en cuenta la dificul­
tad que supone el refundir 
cuatro normas con rango de 
Ley formal referidas a una 
normativa de gran compleji­
dad técnica como es la que 
afecta a la actuación urbanís­
tica desarrollada por las Ad­
ministraciones Públicas y los 
particulares. 

Y es precisamente el hecho 
de afectar a una materia sobre 
la que ejercen competencias 
concurrentes los tres niveles 
de la Administración del Esta­
do lo que obliga al Texto Re­
fundido a recoger en una Dis­
posición Final única unos mi-

nudosos listados en los que se 
cita artículo por artículo, y pá­
rrafo a párrafo, cuáles de los 
preceptos que aparecen en la 
norma tienen la naturaleza de 
legislación básica, cuáles son 
de aplicación plena, y cuáles, 
con carácter residual, serán 
de aplicación supletoria en 
defecto de regulación especí­
fica por la Comunidades Au­
tónomas en el ejercicio de sus 
competencias. 

No es preciso señalar, por 
tanto, que nos encontramos 
ante el resultado de una la­
boriosa actividad normativa, 
que se ha materializado en 
un texto largo, con 310 artí­
culos, que ha precisado ocho 
disposiciones adicionales, e 
igual número de transitorias, 
y que afecta de manera di­
recta a todas las Administra­
ciones Públicas que tienen 
misiones y competencias que 
desarrollar sob re el territorio. 

Específicamente, la activi­
dad del Centro de Gestión Ca­
tastral y Cooperación Tributa­
ria se encuentra directamente 
afectada por este Texto Refun­
dido tanto desde el punto de 
vista de la generalidad, como 
por artículos concretos en los 
que la norma busca la directa 
implicación entre urbanismo 
y catastro, como es el caso de 
los criterios de valoración a 
los que prestaremos una es-

pecial atención . Así , no se 
debe olvidar que las circuns­
tancias urbanísticas cambian­
tes son una de las causas que 
cita el art. 71 de la Ley Regula­
dora de las Haciendas Locales 
como determinante de la mo­
dificación de valores catastra­
les, y que la misma ley, en su 
art. 67, señala que para calcu­
lar el valor tanto del suelo 
como de las construcciones se 
tendrán en cuenta las circuns­
tancias urbanísticas que afec­
ten al inmueble. 

Es precisamente en el terre­
no de las valoraciones donde 
el reciente Texto Refundido 
establece una mayor vincula­
ción con la normativa catas­
tral, como ya antes adverti­
mos, s iendo esta circunstan­
cia perfectamente previsible, 
si tenemos en cuenta que el 
texto principal sobre el que 
se vertebra la refundición no 
es otro que la Ley 8/ 1990 so­
bre Reforma del Régimen Ur­
banístico y Valoraciones del 
Suelo la cual, en su Preámbu­
lo, establecía como funda­
mento del nuevo esquema 
propuesto el principio de 
que «la legislación y ordena­
ción urbanísticas deben su­
ministrar sólo los aprove­
chamientos susceptibles de 
adquisición, correspondien­
do la valoración de éstos a las 
normas fiscales», y todo ello 

con el fin de «coordinar ur­
banismo y fiscalidad». 

Esta voluntad, que trans­
cendió del Preámbulo para 
ser desarrollada de manera 
concreta en el Título Segun­
do de aquella norma ha sido 
trasladada como fruto de la 
refundición al Título de igual 
número de orden de la nue­
va ley, y, dentro del mismo, al 
Capítulo II, que centra su 
atención en la valoración de 
terrenos. 

Empezando por los pri­
meros artículos de dicho Ca­
pítulo, que hacen el número 
48 y 49 de la Ley, el Texto Re­
fundido resuelve cualquier 
duda que hubiera podido ge­
nerar la indefinición de la 
Ley 8 / 90, cuando equipara 
de forma indudable el «valor 
inicial» del suelo al valor ca­
tastral de los terrenos de na­
turaleza rústica, puesto que 
se determinará siguiendo los 
mismos criterios. 

Esta previsión tiene por 
objeto negar todo valor ur­
banístico en origen a los te­
rrenos, adquiriéndose este 
en función del conjunto de 
derechos o facultades que, 
en el momento de practicar­
se la valoración, se hubieran 
consolidado, prevaleciendo 
el valor inicial sobre éste sólo 
en el caso de que fuera supe­
rior al urbanístico. 
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Esta propuesta, que pre­
tende materializar la idea de 
que la valoración urbanística 
no recoge en ningún caso ex­
pectativas, funciona perfec­
tamente en el caso del suelo 
no urbanizable y el urbaniza­
ble no programado, presen­
tándose alguna duda al res­
pecto al suelo urbanizable 
programado. 

Tal conflicto se deriva del 
art. 62 de la Ley Reguladora 
de Haciendas Locales que in­
cluye al suelo urbanizable 
programado entre los que 
merecen la consideración de 
bienes de naturaleza urbana, 
lo que nos podría hacer pen­
sar en la imposibilidad de 
asignar un valor inicial (valor 
rústico), a este tipo de suelo. 

El tema es de importancia 
en la medida en que son va­
rios los artículos del Texto 
Refundido que utilizan la re­
lación valor inicial-suelo ur­
banizable programado, como 
es el caso del 48.2 , 51.1 y 
52.a. 

La solución a este posible 
conflicto parece aportarla el 
mismo artículo 49 ya citado 
que pone un especial énfasis 
en señalar que tal valor ini­
cial se determinará «aplican­
do los criterios» contenidos en 
las disposiciones que regu­
lan las valoraciones catastra­
les del suelo de naturaleza 
rústica, es decir, que no se 
precisa de un valor rústico 
que esté previamente defini­
do. 

Habrá que esperar un 
tiempo prudencial para ver 
cómo se aplican estos «crite­
rios» que no pueden ser otros 
más que los obtenidos por el 
procedimiento de capitaliza­
ción, bien por el método co­
mún (art. 68.2 de la Ley Re-

guiadora de las Haciendas 
Locales), o bien por el proce­
dimiento especial previsto en 
la Disposición Transitoria 2 ª 
de esta norma. 

De especial importancia 
para la actividad catastral re­
sulta el contenido del art. 53 
que define y limita el «dere­
cho al aprovechamiento ur­
banístico». 

De entrada hay que valo­
rar positivamente la redac­
ción del Texto Refundido, 
que supera una errónea defi­
nición incluida en la Ley 
8/ 90 cuando en el art. 71 ha­
blaba de «valor básico unita­
rio de repercusión», mez­
clando conceptos en sí dife­
rentes. 

Pero de este artículo lo que 
más debe interesarnos es la 
atribución de la Administra­
ción Tributaria, debiendo en­
tender por tal los órganos te­
rritoriales del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación 
Tributaria, de una acción di­
rectamente vinculada a la 
determinación del valor ur­
banístico de los terrenos, 
cuando les encomienda defi­
nir por pol!gonos el valor bá­
sico de repercusión, corregi­
do para cada parcela en fun­
ción de su situación en el 
mismo, y siguiendo el proce­
so «en la forma que define la 
normativa sobre valores ca­
tastrales». Es decir, determi­
nando el Valor de Repercu­
sión en calle (VRC), ya defi­
nido en la Orden de 28 de 
diciembre de 1989. 

Por último, el párrafo 4° 
del an. 53 establece una «Vía 
de escape» en aquellos su­
puestos de inexistencia o 
pérdida de vigencia de los 
valores determinados con­
forme a la normativa catas-

tral, o de inaplicabilidad de 
los mismos, señalándose en 
tal caso que los valores de re­
percusión del suelo se defi­
nirán por aplicación del mé­
todo residual, conforme a lo 
dispuesto en la normativa 
técnica de valoración catas­
tral, es decir, conforme a lo 
dispuesto en las Normas 9.2, 
15, 16 y 17 de la Orden de 
1989. 

Para concluir, hay que se­
ñalar la existencia de otros 
artículos en los que directa o 
indirectamente la actividad 
del Centro de Gestación Ca­
tastral y Cooperación Tribu­
taria se encuentra afectada, 
como es el caso del art. 98.3 
que vuelve a citar los crite­
rios de valoración catastral 
como método de pondera­
ción cuando a unos terrenos 
se les asigna por el planea­
miento un uso específico li­
mitado a la construcción de 
Viviendas de Protección Ofi­
cial u otro régimen de pro­
tección pública. 

No obstante, no es misión 
de esta breve reseña el estu­
dio detallado de una norma 
que, por su trascendencia, 
no dudamos que será fuente 
permanente de comentarios 
y artículos en los próximos 
meses. • 

Ignacio Durán Boo 
Consejero Técnico 
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